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El presente proyecto de ley tiene por objeto modificar la Ley N° 3509 a fin de 
garantizar a los afiliados y beneficiarios de la Obra Social de los Empleados 
Públicos de la Provincia de Catamarca (O.S.E.P.) el acceso a prestaciones 
médico-asistenciales en cualquier jurisdicción del territorio nacional, siempre 
que exista convenio, reciprocidad o contratación vigente con el prestador 
correspondiente. 

La iniciativa encuentra sustento en la propia ley vigente. En efecto, la Ley N° 
3509 dispone que la O.S.E.P. podrá coordinar sus actividades con otras obras 
o servicios sociales cuando ello convenga a sus intereses recíprocos, 
conservando su individualidad, y reconoce expresamente dentro de la atención 
médica integral la prestación de “derivación de enfermos”. Asimismo, confiere 
a la obra social amplias atribuciones para acordar o denegar beneficios, 
establecer la naturaleza, proporción, extensión, duración y forma de los 
beneficios asistenciales, celebrar convenios de reciprocidad y otras 
contrataciones con prestadores, y establecer un régimen permanente de 
auditoría administrativa y de salud.   

A su vez, la reglamentación aprobada por Decreto B.S. N° 111 reafirma que la 
O.S.E.P. puede coordinar acciones con otras obras sociales o entidades 
similares y suscribir convenios de todo tipo de prestación de servicios a sus 
beneficiarios. Sin embargo, esa misma reglamentación mantiene una 
concepción restrictiva de la derivación interprovincial, al establecer que los 
convenios interprovinciales de reciprocidad otorgan a la O.S.E.P. la posibilidad 
de brindar a sus beneficiarios únicamente especialidades de alta complejidad 
que no se brinden en nuestro medio.   

Ese criterio reglamentario, que pudo haber resultado razonable en otro 
contexto histórico, hoy aparece insuficiente frente a las necesidades reales de 
los afiliados. La movilidad territorial por razones de estudio, trabajo, residencia 
temporal, tratamiento médico o vínculos familiares es hoy una realidad 
concreta. En ese marco, la sola ubicación geográfica del prestador no debería 
constituir un obstáculo para acceder a prestaciones que ya integran la 
cobertura de la obra social cuando exista convenio vigente. 

La salud del afiliado no puede quedar condicionada por fronteras provinciales 
cuando la propia normativa reconoce la posibilidad de convenios de 
reciprocidad, contrataciones con terceros y coordinación con otras entidades 
del sistema. Donde existe red prestacional habilitada, la cobertura debe seguir 
a la persona. Lo contrario implica mantener una estructura normativa 
formalmente amplia en sus facultades, pero restrictiva en su aplicación 
efectiva.   

Junto con esa restricción material, el régimen vigente presenta además 
amplios márgenes de discrecionalidad administrativa en materia de 
autorizaciones. La propia reglamentación concentra en la Dirección y en la 
Auditoría de Prestaciones funciones intensas de supervisión, verificación, 
visado y autorización de continuidad de internaciones y prácticas. El 
nomenclador, por su parte, contiene múltiples supuestos en los que las 
autorizaciones quedan sujetas a auditoría previa, orden de servicio o incluso a 



la facultad de requerir mayor información hasta determinar si corresponde la 
autorización.    

El problema no radica en la existencia de controles, que son necesarios en 
cualquier sistema solidario de salud. El problema aparece cuando esos 
controles no están suficientemente encuadrados por reglas claras, objetivas y 
previsibles para el afiliado. En ese escenario, el acceso efectivo a una 
prestación puede depender menos de una norma cierta y más del criterio 
variable de la instancia administrativa interviniente. Esa situación genera 
incertidumbre, desigualdad de trato y barreras burocráticas incompatibles con 
un sistema de cobertura que debe priorizar la continuidad asistencial y la 
oportunidad en la atención. 

Por ello, el proyecto propone incorporar a la Ley N° 3509 un criterio de acceso 
federal a prestaciones convenidas, disponiendo que las prestaciones 
comprendidas en el régimen general de cobertura puedan ser utilizadas en 
cualquier jurisdicción del país cuando exista convenio, reciprocidad o 
contratación vigente con el prestador correspondiente, sin necesidad de 
derivación previa y sin que la sola ubicación geográfica del prestador pueda 
justificar exigencias adicionales de autorización, documentación o trámite 
administrativo. 

La reforma también establece un límite claro y razonable. Quedan fuera de 
este régimen general las prestaciones de alta complejidad, de alto costo o de 
carácter excepcional, las que continuarán sujetas a autorización previa, 
auditoría médica específica, evaluación de pertinencia sanitaria y 
reglamentación vigente. De ese modo, la iniciativa amplía derechos en el 
universo general de prestaciones sin desproteger la sustentabilidad financiera 
del sistema ni eliminar los controles especiales allí donde resultan 
verdaderamente necesarios. 

Debe destacarse que esta propuesta no desordena ni desnaturaliza el marco 
legal vigente. Por el contrario, se apoya en facultades ya reconocidas por la 
Ley N° 3509 y corrige una restricción reglamentaria que hoy opera como 
principal obstáculo normativo para una portabilidad más amplia de las 
prestaciones convenidas. En ese sentido, la mención expresa al Decreto B.S. 
N° 111 y la obligación de adecuar la reglamentación vigente resultan 
necesarias para evitar contradicciones entre la nueva norma legal y las 
disposiciones reglamentarias actualmente en vigor.   

En definitiva, se trata de adecuar la normativa a una lógica más moderna, más 
federal y más centrada en el afiliado. Una lógica en la que la cobertura 
acompañe efectivamente a la persona, y en la que donde exista convenio 
válido exista también una posibilidad real de acceso, sin barreras territoriales 
artificiales ni exigencias administrativas adicionales que la ley no justifica. 

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares el acompañamiento del presente 
proyecto de ley. 

 

 

 

 

 

 



EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA 

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY 

 

“MODIFICACIÓN DE LA LEY N° 3509 PARA GARANTIZAR EL ACCESO 
FEDERAL A PRESTACIONES DE LA O.S.E.P.” 

 

ARTÍCULO 1°.- Incorpórase como artículo 4 bis de la Ley N° 3509 el siguiente 
texto: 

“Artículo 4 bis.- La Obra Social de los Empleados Públicos (O.S.E.P.) 
garantizará a sus afiliados y beneficiarios el acceso a prestaciones médico-
asistenciales en cualquier jurisdicción del territorio nacional, siempre que 
exista convenio, reciprocidad o contratación vigente con el prestador 
correspondiente, sin necesidad de derivación previa y sin que la sola ubicación 
geográfica del prestador pueda justificar exigencias adicionales de 
autorización, documentación o trámite administrativo. 

Las prestaciones incluidas en el régimen general de cobertura no podrán ser 
denegadas por la sola ubicación geográfica del prestador, ni podrán imponerse 
derivaciones internas, autorizaciones especiales, documentación 
complementaria o cualquier otra carga administrativa adicional por el solo 
hecho de tratarse de un prestador ubicado fuera de la Provincia. 

Quedan excluidas del régimen general previsto en el presente artículo las 
prestaciones de alta complejidad, las prestaciones de alto costo y aquellas de 
carácter excepcional, las que continuarán sujetas a autorización previa, 
auditoría médica específica, evaluación de pertinencia sanitaria y 
reglamentación vigente. 

A los fines de la presente ley, la determinación de las prestaciones 
comprendidas en cada categoría será establecida por la reglamentación, el 
nomenclador vigente de la O.S.E.P. y la Auditoría Médica competente.” 

 

ARTÍCULO 2°.- Modifícase el inciso g) del artículo 4 de la Ley N° 3509, el que 
quedará redactado de la siguiente manera: 

“g) Derivación de enfermos y acceso a prestaciones convenidas dentro y fuera 
del territorio provincial, conforme la reglamentación que se dicte.” 

 

ARTÍCULO 3°.- Deróguese todas las disposiciones reglamentarias que se 
opongan a la presente ley. El Poder Ejecutivo Provincial deberá adecuar, 
dentro del plazo de noventa (90) días contados desde la entrada en vigencia 
de la presente, la reglamentación aprobada por Decreto B.S. N° 111 y toda 
otra normativa complementaria, a fin de compatibilizarla con el régimen 
establecido por esta ley.  

 

 

 



ARTÍCULO 4°.- De forma. 

FIRMA: BLOQUE LA LIBERTAD AVANZA 
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